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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA
SALA DUAL QUINTA DE DECISIÓN

Bogotá D.C. ocho (8) de Septiembre de dos mil once (2011)

Magistrado Ponente Dr. JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

Radicación No. 660011102000201100414  01

Aprobado Según Acta No. 08 de la misma fecha

Asunto: Impugnación tutela que negó derechos

Decisión: Confirma

VISTOS
Procede la Sala Dual Quinta de Decisión a desatar la impugnación interpuesta contra el fallo de tutela proferido el 10 de agosto de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda
 dentro del recurso de amparo presentado por JOSÉ ALBEIRO RENDÓN contra el MINISTERIO DEL INTERIOR y de JUSTICIA y la ORGANIZACIÓN SAYCO ACINPRO donde se decidió negar el amparo solicitado.

HECHOS 

El actor solicitó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, autonomía de la voluntad y libre desarrollo de la personalidad, mismos que estimó lesionados por las entidades accionadas, para lo cual narró los siguientes hechos:

Adujo que las demandadas “a través de amenazas contra la integridad económica y jurídica del suscrito las concreta a través de cartas que me envió uno de sus abogados, me presiona para que concilie y le proponga fórmulas de pago para las supuestas deudas que tengo con esa entidad, por concepto de utilización de derechos de autor dentro de mi establecimiento de comercio denominado “Café Billares Isla de Capri”, ubicado en de Santa Rosa de Cabal” (sic).

Manifiesta que en la misiva se le advierte que “sí no propongo fórmulas de arreglo, será interpretado por esa entidad como falta de ánimo conciliatorio, en síntesis el citado abogado me presiona para que concilie con SAYCO ACINPRO, un pago de sus derechos” y en otras ocasiones –precisó- la accionada “me somete a visitas de sus funcionarios en donde me realizan las mismas amenazas e inclusive lo hacen a través de llamadas telefónicas”, conductas que realizan sin que se haya celebrado “ninguna negociación o contrato con el accionante” y con la mirada complaciente del Ministerio del Interior a quien le corresponde realizar la inspección y vigilancia de la referida entidad, pues no ha realizado ninguna gestión orientada a evitar tales presiones.

Identificó las normas que –a su juicio- deben aplicarse a efecto de liquidar el pago de los derechos de autor, por ello los requerimientos efectuados carecen de fundamento legal, pues corresponde a la entidad accionada agotar el procedimiento establecido en el Decreto 3942 de 2010 y no proceder a efectuar las amenazas referidas, situación que configura lesión al debido proceso, así como desconocimiento a la autonomía de su voluntad, pues es sabido que la conciliación se caracteriza por ser un acto voluntario, libre de toda coacción por personas ajenas.

Manifestó que esa constante presión, se convierte en un “chantaje, constreñimiento que a sabiendas que no le sería fácil obtener la imposición del precio no adeudado, acudiendo a la vía judicial”, pues con ello –estima- buscan “aterrorizarlo…para que concilie un precio de pago de una manera rápida, sin necesidad de tener que emplear los canales estrictamente legales como son los mecanismos de resolución alternativa de conflictos e inclusive los judiciales”.
Informó que estas presiones lo afectan psicológicamente, toda vez que recaen sobre la posibilidad de cerramiento de su establecimiento comercial, lo cual de suceder le impide contar con los medios económicos para la satisfacción de sus necesidades –tanto personales, como familiares- e igualmente reiteró que las amenazas afectan su libre autodeterminación, derecho que se encuentra protegido por la Constitución y la jurisprudencia dictada sobre el tema.

Recabó que no cuenta con un mecanismo judicial para obtener la protección de sus derechos por tanto es procedente el recurso de amparo, situación que lo sumerge en la total indefensión, en virtud de lo cual solicitó ordenar al Ministerio del Interior ejecute “las actuaciones necesarias a efecto de impedir las ilegales actuaciones del accionado ORGANIZACIÓN SAYCO ACINPRO” e igualmente que se ordene a esta última “cesar las amenazas y presiones para la conciliación respectiva del pago de sus derechos y que acuda al procedimiento del artículo 6 del Decreto 3942 de 2010, para solucionar la discrepancia, como son los mecanismos de solución alternativa de conflictos”.  
ACTUACIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El a quo mediante auto del 28 de julio de 2011 (fl.16) admitió a trámite el recurso de amparo y ordenó la notificación a las entidades accionadas.

En cumplimiento de lo dispuesto en el prenombrado auto, compareció al trámite tutelar la ORGANIZACIÓN SAYCO ACINPRO (fl.24) y –en extensa respuesta- adujo no ser cierto que el actor sea “víctima de constreñimiento”, pues simplemente se pretende “hacer efectivos los derechos de autor que por comunicación pública de música se realicen en establecimientos abiertos al público”.
Manifestó que solo ha realizado una visita al billar de propiedad del actor y las cartas enviadas por los abogados a efecto que proponga una fórmula de arreglo para cancelar la deuda que le corresponde cancelar, no son situaciones que deban entenderse como un constreñimiento ilegal como pretende hacerlas aparecer el petente, pues por el contrario dichas conductas “están ajustadas a la gestión misional del derecho de autor y conexos y a la ley, labor que la entidad desarrolla bajo la estricta vigilancia del Estado…por lo tanto no constituye una amenaza o coerción indebida el requerimiento al responsable de un establecimiento abierto al público para que cumpla con sus obligaciones legales”.
Explicó la naturaleza jurídica de la entidad y las funciones que cumple e igualmente identificó el procedimiento que debe seguirse a efecto de lograr la fijación del precio en materia de derechos de autor, una vez hecho ello –expresó- que “en el presente caso, resultan aplicables las normas sobre responsabilidad civil extracontractual, partiendo de la configuración de hechos ilícitos, por virtud de la ejecución pública de obras musicales y fonogramas, sin autorización de sus titulares que impone su reparación”, independientemente que se haya realizado contrato alguno, la violación se causa por el uso indebido de la música en sitios abiertos al público.

Adujo que el simple hecho de requerirlo para lograr el pago de lo adeudado por difundir música sin autorización legal, es un proceder que no puede considerarse como una violación a la autonomía de su voluntad, pues debe entenderse que esta no es absoluta y encuentra límites en el bien común, el interés general o el respeto de los derechos fundamentales de los coasociados e igualmente precisó que la acción de tutela se torna improcedente para determinar si el accionante adeuda o no sumas de dinero, pues para ello debe acudir a la jurisdicción ordinaria al tratarse de una responsabilidad civil extracontractual.

Estimó que por expresa disposición de la ley a dicha entidad le corresponde fijar la tarifa en relación con los derechos de autor, posición que soportó con relacionar las normas –tanto nacionales, como internacionales- que regulan dicha materia y en tal virtud solicitó la declaratoria improcedencia del recurso de amparo, pues para discutir la causa de la obligación debe acudir a los medios judiciales ordinarios establecidos en la justicia civil.

En su respuesta el Ministerio del Interior y de Justicia (fl.38) alegó la falta de legitimación por pasiva, toda vez que –a su juicio- dicha cartera carece de competencia “para pronunciarse de fondo sobre las eventuales violaciones de derechos fundamentales planteadas por el accionante, toda vez que no existe relación entre esta entidad y los hechos y pretensiones que en su contra formula el accionante, razón por la cual no se configura una de las condiciones anteriores necesarias que habilitarían al Ministerio del Interior y de Justicia para discutir sustancialmente sobre el asunto en cuestión” motivo por el cual solicitó la desvinculación del trámite tutelar. 

SENTENCIA IMPUGNADA

El a quo mediante fallo del 10 de agosto de 2011 (fl.91) negó la protección solicitada, postura que fundó en considerar –previa caracterización de la acción de tutela e identificar los presupuestos fácticos alegados con el recurso de amparo- que los billares propiedad del actor no se ven amenazados por el hecho que la entidad accionada lo requiera para efectuar el cobro de lo adeudado por concepto de violar las normas que regulan el uso de obras musicales y los requerimientos efectuados no pueden ser calificados como lesivos de su autonomía o tildarlos de constreñimiento ilegal.

Tras citar las funciones de SAYCO ACINPRO, concluyó que debe observarse que dicha entidad “está velando por los derechos de los autores y compositores entre otros por la explotación de sus producciones musicales, como lo es este caso y es por eso que busca los medios para que los usuarios cumplan con su obligación, por la autorización de la música en sus establecimientos públicos” motivo por el cual acudió a los servicios de un abogado externo a efecto que invitara al actor a surtir una conciliación de cara a la deuda que posee por dicho concepto “del cual no se observa que sea un acto de presión ilegal y como lo afirma el accionado, simplemente lo está invitando para se acerque a las oficina de dicho abogado para escucharlo y llegar a fórmulas de arreglo”, propuesto que no tiene la entidad para ser calificada como una amenaza jurídica.

IMPUGNACIÓN

El accionante (fl.112) con posterioridad a la notificación personal de la decisión de instancia –y dentro del término legal- allegó escrito donde manifiesta la intención de apelar, sin ofrecer razones adicionales para justificar los motivos de disenso.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con lo previsto en los artículos 86, 116 inciso 1º, 256 numeral 7º de la Constitución Política; 32 del Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1382 de 2000 y literal e) del artículo 26 del Acuerdo 075 del 28 de julio de 2011, la Sala Dual Quinta de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para resolver la impugnación elevada dentro de la presente acción de tutela.

La Sala considera –de entrada- que la decisión de primera instancia se debe confirmar al no avizorar lesión alguna a los derechos invocados en protección por parte del actor, no obstante considerar que se encuentra reunidos los presupuestos para soportan la procedencia del recurso de amparo, por cuanto de cara a las particularidades en las cuales se encuentra el petente, todavía no existe proceso judicial en curso y en tal virtud no cuenta con recurso jurisdiccional ante el cual proponer lo invocado en la acción de tutela.

En efecto, se reitera que no se avizora lesión y menos amenaza a los derechos fundamentales impetrados, lo anterior sí se considera que la acción de tutela se creó como un mecanismo para garantizar la protección efectiva de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política de Colombia y como tal -el Decreto 2591 de 1991 la reglamentó y señaló las reglas básicas para su aplicación- es así como el artículo 6º de dicha normatividad delimitó la procedencía de la tutela para situaciones en las cuales no existan recursos o mecanismos judiciales ordinarios, salvo que deba interponerse como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, lo cual no obsta para analizar -en cada caso- si el procedimiento correspondiente resulta eficaz de acuerdo con las  circunstancias  fácticas y jurídicas
Por lo anotado la jurisprudencia constitucional ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano, son la subsidiariedad y la inmediatez:  la primera, por cuanto tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable; la segunda, toda vez que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza
.
Frente a lo anotado, la Corte Constitucional ha insistido en la necesidad de no utilizar la tutela en forma indiscriminada e irresponsable, debido a la gravedad de las consecuencias jurídicas que de su mal uso se desprenden, tal como lo anotó en la sentencia T-304/09:
“Si los jueces, sin revisar con determinación las causales y justificaciones de procedencia de  esta acción, autorizan su procedencia, poniendo en entredicho el orden jurídico en su conjunto, contribuyen indebidamente a la paulatina sustitución de los mecanismos ordinarios de protección de derechos y de solución de controversias, autorizando un uso indiscriminado e irresponsable de la acción de tutela. Por consiguiente, el análisis meticuloso y concreto de las exigencias de procedibilidad de la tutela, evita un uso instrumental e indebido de la acción constitucional y asegura la articulación del mecanismo especial de protección constitucional con el resto del sistema jurídico. En sentido contrario, un uso inapropiado de la figura o un descuido de los jueces constitucionales en la verificación de las condiciones de procedencia de la tutela, puede implicar la desnaturalización del amparo constitucional, reconociendo para algunos, de manera impropia, asuntos que son del debate, resorte y análisis del juez ordinario”.
Así las cosas, integrando –en el sub examine- las pretensiones del actor, con las respuestas dadas por la entidad accionada, fácil es advertir el uso desnaturalizado que en la presente oportunidad se realiza de la acción de tutela, pues lejos está de poder calificarse que la situación fáctica puesta en conocimiento de la jurisdicción constitucional, puede tildarse de lesiva a las garantías constitucionales invocadas en protección, pues lo que se observa es el ejercicio legítimo -por parte de SAYCO ACINPRO- de una competencia legal orientada a lograr el pago de la obligación que tiene el petente con dicha entidad por el supuesto desconocimiento –en su establecimiento comercial- de las normas que regula el uso público de la música y en tal virtud la pausible trasgresión de  la regulación de derechos de autor.

En efecto, tanto la visita realizada a los billares de propiedad del actor y los requerimientos –verbales o escritos- a efecto que proponga fórmulas de arreglo para cancelar la deuda, bajo ningún punto de vista pueden calificarse como conductas propias de un constreñimiento ilegal o lesivas a su autodeterminación, pues dicha conducta expresa –formalmente- las gestiones propias de un cobro prejurídico adelantada por los abogados externos contratados por la entidad accionada, con lo cual se busca alcanzar un acuerdo entre las partes y no verse avocadas a un proceso judicial, proceder que además de natural al interior del sistema jurídico vigente, se atempera de forma lógica a las reglas que se aplican al ejercicio de la profesión de los litigantes, mismo que se muestra respetuoso de los derechos del petente de amparo y bajo ninguna óptica, se ofrece violatorio de sus garantías superiores.

Por el contrario, se observa que con activar el presente recurso de amparo,  el actor pretende desconocer el cumplimiento de sus obligaciones y burlar los compromisos legales que deba acatar por realizar un uso indebido de la música en el sitio de su propiedad, por tanto si va a discutir la deuda tal debate debe realizarlo ante las instancias judiciales ordinarias, las cuales hasta el momentos no se han ejercito en espera de tramitar la etapa conciliatoria, por tanto no es –se reitera- la tutela el mecanismo al cual debe acudir para distraer la atención de los jueces y desviar el cumplimiento de sus deberes legales.

En este orden de ideas y –ante la claridad de los hechos- esta Colegiatura no encuentra lesión alguna a los derechos fundamentales alegados, razón por la cual ante lo decidido por el juez constitucional de primer grado debe CONFIRMAR la determinación de NEGAR la protección solicitada, todo conforme a los razonamientos expuestos en precedencia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Dual Quinta de Decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria el Consejo Superior de la Judicatura administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia impugnada que NEGÓ la protección de los derechos fundamentales solicitados por JOSÉ ALBEIRO RENDÓN, tal como se consignó en la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: Una vez notificados todos los intervinientes, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.      

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE.

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

	Magistrado

	

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

	Magistrado


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
� La Sala de primera instancia estuvo conformada por los Magistrados LUIS LEOCADIO TAVERA MANRIQUE y JORGE ISAAC POSADA HERNÁNDEZ (fl.107).


�  Corte Constitucional. Sentencias SU-622/01 y T-937/07.





